En Mendoza, a ocho días del mes de junio del año dos mil once, reunida la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, tomó en consideración para dictar sentencia definitiva la causa n° 100.513, caratulada: "MARTIN FIERRO SA EN J° 116.956/32.809 CARLOS A. MAZZIERI Y CIA. SOC. EN COMANDITA POR ACCIONES C/ MARTIN FIERRO SA P/ D. Y P. S/ INC. ". 

Conforme lo decretado a fs. 60 se deja constancia del orden de estudio efectuado en la causa para el tratamiento de las cuestiones por el Tribunal: primero: DR. JORGE H. NANCLARES; segundo: DR. FERNANDO ROMANO; tercero: DR. MARIO ADARO. 

ANTECEDENTES: 

A fs. 21/29 vta. la demandada MARTIN FIERRO SA representada por el Dr. MARCELO CAGGIANO interpone recurso extraordinario de Inconstitucionalidad contra de la sentencia dictada a fs. 233/237 de los autos n° 116.956/32.809, caratulados: "CARLOS A. MAZZIERI Y CIA. SOC. EN COMANDITA POR ACCIONES C/ MARTIN FIERRO SA P/ D. y P." por la Cuarta Cámara Civil de Apelaciones de la Primera Circunscripción Judicial. 

A fs. 41 se admite, formalmente, el recurso de Inconstitucionalidad deducido, ordenándose correr traslado a la contraria. 

A fs. 46/49 vta. contesta traslado por el actor CARLOS A MAZZIERI Y CIA. SOCIEDAD EN COMANDITA POR ACCIONES, el Dr. DIEGO MARTIN DE LA ROSA y solicita el rechazo del recurso, con costas. 

A fs. 52/54 vta., corre agregado el dictamen del Sr. Procurador General, quien por las razones que expone, aconseja el rechazo del recurso deducido. 

A fs. 57 se llama al acuerdo para sentencia y a fs. 60 se deja constancia del orden de estudio en la causa por parte de los señores Ministros del Tribunal. 

De conformidad con lo establecido en el art. 160 de la Constitución de la Provincia, esta Sala se plantea las siguientes cuestiones a resolver: 

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es procedente el recurso de Inconstitucionalidad interpuesto? 

SEGUNDA CUESTIÓN: En su caso, ¿qué solución corresponde? 

TERCERA CUESTIÓN: Costas. 

A LA PRIMERA CUESTIÓN EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO: 

I.RELACIÓN SUCINTA DE LOS HECHOS DE LA CAUSA. 

Entre los hechos relevantes para la resolución del recurso interpuesto, se destacan los siguientes: 

1. A fs. 20/24, el 21/5/08, Carlos A. Mazzieri y Cía. Sociedad en Comandita por Acciones, representada por el Dr. Everardo de la Rosa deduce demanda contra "Martín Fierro S.A.", por la suma de U$S 59.653,07 y /o lo que en más o en menos resulte de la prueba a rendirse con más sus intereses, costas y demás accesorios legales. 

Relata que su pretensión se origina en la responsabilidad de la demandada, por lo daños y perjuicios que se produjeron por el robo de las mercaderías (15.000 kg . de hilado multifacetado de alta tenacidad, por un valor de U$S 35.022, y 175.560 m2 de tela de rafia de polipropileno plana de 2,10 mts. de ancho, a razón de 0,058 kg . por m2, por un valor de U$S 24.631,07), cuyo destinatario en la República de Chile era Comercial Apache Ltda.; que el robo tuvo lugar mientras la mercadería se encontraba en poder y custodia de la empresa de transporte demandada. 

Señala, que contrató con la demandada el transporte de la mercadería precedentemente indicada, con destino hacia la República de Chile. 

Que el día jueves 24 de mayo de 2007 se llevó a cabo el embalaje de la carga en el Puerto Seco de la Ciudad de Mendoza, cumpliéndose ahí mismo con todos los trámites aduaneros por parte de la despachante Alejandra Holgado. 

Que a las 15 horas del día indicado estaban las condiciones dadas para la partida de la mercadería. Que por causas injustificadas no salió por orden de la demandada, siendo trasladado el camión con la mercadería a un galpón que la demandada tiene en calle Elpidio González de Rodeo de la Cruz, Guaymallén, Mendoza, quedando allí guardado.Que la partida del camión recién ocurrió el día domingo 27 de mayo de 2.007; es decir, tres días después de lo debido, partiendo recién a las 20:00 hs. de ese día conducido por el Sr. Vicente David Ibazeta Roldán. 

Que el rodado fue interceptado a los doscientos metros de haber salido de dicho galpón, por dos sujetos que encañonaron al chofer, lo vendaron y le robaron el camión, apareciendo aquél en Costa de Araujo, Lavalle, mientras el camión apareció en San Luis a los dos días, pero sin la carga de propiedad de su parte. Funda en derecho y ofrece prueba. 

2. A fs. 51/57 contesta la accionada. Reconoce el contrato de transporte celebrado con la actora para trasladar las mercaderías de marras hacia la ciudad de Santiago de Chile, pero aduce que durante la ejecución del contrato y mientras cumplía fiel y celosamente con las diligencias necesarias para entregar la carga en los términos pactados, fue víctima de un hecho ilícito por parte de terceros, quienes a punta de pistola se robaron el camión de su propiedad cargado con las mercaderías. 

Que el robo constituye un supuesto de fuerza mayor o caso fortuito que la libera de responsabilidad, conforme lo normado por el Art. 172 del Código de Comercio. 

Señala, que el plazo de 24 hs.consignado en la Carta de Porte al que hace referencia la actora en la demanda, no es el plazo de entrega de la mercadería en el lugar de destino, sino uno de carácter administrativo, que su parte como transportista declaró ante la aduana interior (Puerto Seco) como plazo para arribar a la aduana fronteriza, así como también la ruta prevista para el tránsito de una aduana a otra en el "MICDTA" (Manifiesto Internacional de Carga-Declaración de Tránsito Aduanero). 

Agrega, que a la hora (negando lo fuese a las 15:00 hs.) en que se concluyó con los trámites, las circunstancias no resultaban propicias para emprender el recorrido, y que dada la hora y logística programada en el caso para la entrega en tiempo oportuno según los usos y costumbres y en el lugar convenido, el camión con su carga, luego de haber estado celosamente custodiado y de adoptados todos los recaudos exigibles para su conservación y seguro desplazamiento, inició el tránsito aduanero el día 27/05/07. Que no existe violación del contrato, pues el plazo de entrega no había sido pactado, y según la fecha del control aduanero primario podía tener lugar hasta el día 24/06/07. Que tampoco se violó una norma legal, dado que una vez autorizado el tránsito aduanero el camión jamás desvió su ruta y sólo prolongó el plazo administrativo fijado para la llegada a la aduana fronteriza. Funda en derecho y ofrece prueba. 

3. A fs. 195/198 el Sr. Juez del Cuarto Juzgado Civil hizo lugar a la demanda por la suma de U$S 59.653 con más intereses desde el 25/7/07 hasta la fecha del efectivo pago; impuso costas a la demandada y reguló honorarios. El juzgador tuvo por probado el contrato y las obligaciones asumidas por la demandada, como así también el hecho del robo de la mercadería.Sostuvo que el tema en discusión pasa por determinar si la demandada, una vez habilitado del tránsito aduanero, en la ejecución del contrato dio o no acabado cumplimiento a las obligaciones propias del mismo. Señaló que la prueba para acreditar los supuestos de eximición de responsabilidad del transportista debe ser analizada con criterio restrictivo, principio que se impone a partir de la responsabilidad objetiva que pesa sobre el transportista, y la eximición no puede provenir de la existencia eventual de un estado de duda sino de una prueba concluyente, ya que la suya es una obligación de resultado, de acuerdo con lo dispuesto por los Arts. 162 y 172 del Código del Comercio.Que la frecuencia de los robos sobre los transportes terrestres no permite que tales hechos puedan considerarse como imprevisibles, porque precisamente esa frecuencia los convierte en un riesgo propio de la actividad profesional del transportista, y que para que el robo pueda ser considerado caso fortuito debe acreditarse debidamente que no se ha podido evitar el ataque o que se han adoptado todas las medidas de seguridad para prevenir y garantizar el normal desarrollo y cumplimiento del contrato de transporte, en forma efectiva de acuerdo con las circunstancias particulares de los riesgos temidos. Que de acuerdo a los manifiestos de carga por carretera, extendidos con motivo de la exportación de las mercadería al país trasandino, la ruta y plazo de transportes eran los establecidos en el campo N° 40. Ruta: Mendoza - Potrerillos - Uspallata - Pta. de Vacas - Las Cuevas - Los Libertadores. Plazo 24 hrs. (ver fs. 14/5 y fs. 39/40); es decir, que la mercadería debió transponer la frontera argentina, como máximo el día 25 de mayo de 2007, extremo reconocido por la propia demandada en su responde (fs. 54 vta., párrafo 3°). 

Que la demandada no ha aportado prueba acerca de la conveniencia de la demora en el inicio del transporte para el día domingo a las 20:00 hs., siendo que por entonces el túnel fronterizo cerraba a las 21:00 hs. (ver informe de fs.131), o de supuestos problemas en el transporte que impidieron su partida, por lo que hace lugar a la demanda por la suma reclamada con más los intereses desde el 25 de mayo de 2007 hasta el efectivo pago. 

4 . A fs. 206 apeló el demandado. 

5. A fs. 233/237 la Cuarta Cámara Civil rechazó el recurso y por ende confirmó la sentencia venida en revisión e impuso las costas al demandado. Para así resolver, razonó el Tribunal: 

- El Art. 162 del Código de Comercio impone al empresario del transporte dos obligaciones nucleares: a) la entrega de la cosa transportada en el lugar y tiempo oportuno; y b) la conservación en buen estado de la misma. El contrato implica para el transportista la obligación de transportar la cosa en forma segura, y esta obligación es de carácter objetivo, regulada en los Arts. 168/186 del Código de Comercio, encontrándose además implícita en el contrato como una derivación del principio de la buena fe. 

- En cuanto al factor de atribución de la responsabilidad del porteador, nuestra legislación comercial acoge la teoría del riesgo. Se trata, por tanto, de una responsabilidad de naturaleza legal y objetiva, que tiene por fundamen to el riesgo profesional que asume la empresa transportadora, que la hacen responsable del daño, cualquiera que sea la causa, sea ésta conocida o no, eximiéndola únicamente en los casos que enumera la ley (Zabala Rodríguez cit. por Gómez Leo, Tratado Teórico Práctico de Derecho Comercial, T III-B Depalma Pág. 487). 

- En el caso traído a resolución, estamos ante un supuesto de responsabilidad civil dentro de la órbita contractual, donde la demandada ha invocado la eximente de la fuerza mayor como ruptura del nexo causal.La invocación de la causa ajena como eximente de responsabilidad abarca el hecho de la víctima o del acreedor, el hecho del tercero o el casus (caso fortuito o fuerza mayor). 

Fuera de las discusiones doctrinarias acerca de las diferencias entre ambos conceptos, nos inclinamos con la doctrina que estima que ambos supuestos resultan ser causales de exoneración en el ámbito de la relación causal. 

- Sabido es, que lo que caracteriza el "casus" es la extraordinariedad e irresistibilidad. La imposibilidad, por su parte, debe ser objetiva y de carácter absoluto, puesto que en el caso que represente una mera dificultad solo daría lugar a la resolución contractual. También debe tenerse presente que la imposibilidad definitiva, es la que se compadece con la imposibilidad de cumplimiento, liberando al deudor de una manera irrevocable. 

- Ahora bien, no siempre el caso fortuito constituye una causal exonerativa de responsabilidad, pues tal principio cede en los supuestos de asunción convencional, o impedimento legal de invocarlo, o en lo que atañe al caso de autos, cuando ha existido mora del deudor, o cuando ha existido culpa o dolo del deudor en la producción del casus. 

- El Art. 513 del Código Civil veda al deudor moroso la posibilidad de invocar el "casus" salvo la demostración por su parte de falta de relación de causalidad entre la mora y el resultado dañoso. 

- Acerca de la culpa o dolo del deudor, se la señala como una excepción impropia, pues se estaría ante un acontecimiento provocado por el deudor y obviamente no liberatorio (Confr. Agoglia, Boragina y Meza, "La exoneración de la responsabilidad contractual", Rev. de Derecho Privado y Comunitario, 18- Resp. Contractual II pag.27). 

- La jurisprudencia, al referirse a la fuerza mayor como liberadora de responsabilidad del transportista, sostiene que además de que debe constituir un obstáculo insalvable, para excusar de la pérdida de la mercadería o de la cosa transportada, el porteador debe demostrar además que el caso fortuito o la fuerza mayor, fueron extrañas a su conducta; es decir, que no ha ocurrido por su negligencia, al no prever lo previsible, ni impedir pudiéndolo hacer la causas dañosas de él (ST Santa Fe RSF, 10, 53). 

"No se puede invocar el caso fortuito o la fuerza mayor, si el hecho que se alega se produjo estando en mora el porteador, o habiendo incurrido en otras irregularidades en el transporte" (Cam. Com A, JA 1953-II, 44; idem LL 74,529). 

- En autos, ha quedado probado el contrato de transporte de la mercadería precedentemente indicada de propiedad de la actora, con destino hacia la República de Chile. 

- Que el día jueves 24 de mayo de 2007 se llevó a cabo el embalaje de la carga en el Puerto Seco de la ciudad de Mendoza, y se cumplió con todos los trámites aduaneros por parte de la despachante Alejandra Holgado. Surge de la testimonial de ésta, que el jueves 24 de mayo, cerca de las 17 horas el trámite quedó terminado. Señala incluso en su declaración, que el camión, una vez precintado por el servicio aduanero, deja de tener libre circulación dentro del territorio argentino y pasa a tener plazos y rutas que debe cumplir. Que la fecha 24 de junio de 2.007 consignada en el campo "vencimiento de embarque", es la fecha límite en el caso que la operación sea fraccionada. El plazo, una vez hecha aduana, en este caso en Puerto Seco, para trasponer la frontera el camión, lo consigna otro documento que es el Manifiesto Internacional de Carga (MIC/DTA). Que los plazos no pueden cambiarse por cuanto en ese caso se incurre automáticamente en una infracción.- De conformidad a lo consignado en el campo M 40 del MIC obrante a fs. 40, surge que la Ruta que debía seguir el camión es Mendoza, Potrerillos, Uspallata, Punta de Vacas, Las Cuevas, Libertadores, indicándose además como plazo de entrega 24 horas. 

- Que por causas ignoradas, el camión no salió por orden de la demandada, siendo trasladado con la mercadería a un galpón que la demandada tiene en calle Elpidio González de Rodeo de la Cruz, Guaymallén, Mendoza, quedando allí guardado. 

- También ha quedado acreditado, que la partida del camión recién ocurrió el día domingo 27 de mayo de 2.007, a las 20:00 hs. de ese día conducido por el Sr. Vicente David Ibazeta Roldan. 

- Que el rodado fue interceptado a los doscientos metros de haber salido de dicho galpón, por dos sujetos que encañonaron al chofer, lo vendaron y le robaron el camión. Que "a posteriori" apareció el camión pero no la carga. 

- De la prueba detallada en la causa, debemos inferir que la demandada no ha logrado acreditar que el hecho del robo de la mercadería constituya una verdadera causal de caso fortuito invocable como liberadora de responsabilidad. 

- Ninguna prueba ha aportado la demandada acerca de la conveniencia de la demora en el inicio del transporte para el día domingo a las 20:00 hs., siendo que por entonces el túnel fronterizo cerraba a las 21:00 hs. (ver informe de fs. 131), o de supuestos problemas en el transporte que impidieron su partida. 

- El instrumento de fs. 40 consigna como plazo de entrega 24 horas, y la demandada no ha logrado acreditar que el mismo no obedezca al plazo de entrega de mercadería sino a un mero trámite administrativo.- Pero, aunque por vía de hipótesis se admitiera que estamos ante un plazo tácito, que surge de la naturaleza y circunstancias de la obligación, y que requeriría de un em-plazamiento para la constitución en mora, también debe tenerse presente que la demandada violó la Ruta establecida en el MIC, desviando el camión precisamente hacia el punto cardinal contrario de donde debía dirigirse. 

- Si la carga fue robada en Rodeo de la Cruz, y esa no era la Ruta por la que, por imperio de la norma y de la convención entre las partes, debía transitar el camión, va de suyo que fue la demandada la que puso las condiciones necesarias para que el hecho ilícito se produjera. 

- Así, se ha señalado que "la convención de las partes respecto de la ruta elegi-da, solo podrá ser variada válidamente por el transportista en forma unilateral, ante la imposibilidad absoluta de incumplimiento - intransitabilidad de la ruta- o ante la ne-cesidad de asumir mayores riesgos en el cumplimiento. Fuera de estos dos casos la va-riación unilateral por el transportista de una ruta convencionalmente pactada, es un in-cumplimiento de la obligación asumida, y lo hace responsable por los daños sufridos por la carga conforme las reglas de la responsabilidad (Rouillon Adolfo Cod. de Comercio Comentado, Tomo I, La Ley , pag 320). 

- Concluimos por tanto, que la demandada violó el plazo de entrega y varió unilateralmente la Ruta convenida; de allí que resulta ininvocable por su parte el caso fortuito como liberador de responsabilidad, por lo que cabe rechazar la apelación y confirmar la sentencia de grado. 

Contra esta sentencia, la demandada interpone el recurso extraordinario de Inconstitucionalidad. 

II.- RECURSO DE INCONSTITUCIONALIDAD. 

- Sostiene el recurrente que la decisión es arbitraria; que valoró erradamente la prueba; que viola su derecho de defensa y carece de los requisitos y formas establecidos para la validez de los actos judiciales.- Que al citar la sentenciante la testimonial de la Despachante de Aduana Alejandra Holgado reconoce que los datos del testimonio se refieren al MIC y que el plazo es el fijado para trasponer la frontera el camión. Es decir que el plazo del que habla es un plazo administrativo aduanero y el instrumento del que surge es un formulario administrativo. 

- No se puede asimilar el plazo para trasponer la frontera con el plazo contractual de entrega; ni confundir un instrumento administrativo con el instrumento que estipula las condiciones de transporte, la carta de porte. 

- Que la sentenciante efectúa una interpretación parcial de la testimonial de Holgado; que el plazo de 24 horas consignado en la instrumental de fs. 40 no es un plazo contractual, sino netamente administrativo. 

- Que no se estipuló plazo de entrega , ver fs. 12 y 13 , "campo 8" . 

- Que la sentencia confunde la carta de porte - contrato de transporte- con el procedimiento administrativo - MIC - . 

- Que no se estipuló plazo de entrega en destino; que no se determinó ruta de entrega en el contrato; que sólo se estipuló el punto de origen "Mendoza" y el destino "Santiago de Chile"; que existió caso fortuito. 

- Que existió una equívoca merituación de las constancias probatorias, instru-mental, testimonial e informativa; que contrariamente a lo sustentado en la sentencia, al no estar convencionalmente fijado el plazo de entrega ni la ruta, no está acreditada la supuesta mora y desvío de ruta; su mandante salió del lugar donde recibió la merca-dería, Mendoza, hacia su destino y fue interceptado a 200 metros por delincuentes. 

- Concluye que existió arbitrariedad manifiesta en el rechazo del caso fortuito. 

III.- SOLUCIÓN DEL CASO: 

A) Tiene dicho este Tribunal que, "la tacha de arbitrariedad requiere que se invo-que y demuestre la existencia de vicios graves en el pronunciamiento judicial recurrido, consistentes en razonamientos groseramente ilógicos o contradictorios, apartamiento palmario de las circunstancias del proceso, omisión de consideración de hechos o prue-bas decisivas o carencia absoluta de fundamentación (L.S. 188-446, 188-311, 102-206, 209-348, etc.)" (L.S.223-176). 

"La arbitrariedad también existe en los casos de análisis erróneo (cuando el error es inexcusable) ilógico o inequitativo del material fáctico. La omisión o merituación torcida de prueba decisiva, relevante, esencial y conducente para la adecuada solución del litigio, hace que el fallo no sea una derivación razonada de lo alegado y probado en la causa, agraviando el art. 18 de la Constitución Nacional" (L.S. 238-392). 

"No puede confundirse arbitrio y arbitrariedad. El arbitrio es razonable, fun-dado y permite el contralor del superior. La arbitrariedad es el reino de lo absurdo, ilógi-co, caprichoso y es lo que la doctrina de la Corte ha pretendido evitar, al admitir esta causa genérica de defectos en la forma de las sentencias que dictan los jueces" (L.S. 240-8). 

El recurso de inconstitucionalidad tiene carácter excepcional, por ello, las causa-les se interpretan restrictivamente, evitando que la Corte se convierta en una tercera ins-tancia ordinaria, contraviniendo todo el sistema recursivo (L.S. 223-176). 

Ahora bien, debe distinguirse los supuestos de discrepancia valorativa de aquellas causales de inconstitucionalidad definidas como omisión de prueba decisiva o valoración arbitraria de la misma, y en este sentido se ha resuelto que "la simple discrepancia valorativa no alcanza para sustentar un recurso extraordinario de inconstitucionalidad. El juez es soberano para decidir y definir cuáles elementos de juicio apoyan la decisión, no está obligado a considerar todos los rendidos, sino sólo los elementales para fundar apropiadamente la decisión, según el principio de la sana crítica racional y el juego de las libres convicciones. Sólo le está vedado apoyarse en las íntimas convicciones. Existe omisión de prueba decisiva, cuando se ha ignorado, olvidado o preterido un medio de prueba y que ese olvido o no consideración tenga tal entidad, que de haberlo evaluado, la decisión hubiese sido sustancialmente diferente en la solución del conflicto.Por el contrario, no existiendo tal decisividad, la decisión judicial opera en el marco de la selección de medios probatorios que le está permitido tomar en cuenta u omitir, siempre de acuerdo con un sistema de libres convicciones. Valoración arbitraria significa evaluar la prueba con ilogicidad, en contra de la experiencia o del sentido común. Arbitrariedad es absurdidad, contraria a la razón, desprovisto de elementos objetivos y apoyado sólo en la voluntad de los jueces" (L.S. 302-445). 

En conclusión, la tacha de arbitrariedad es improcedente si se funda en una mera discrepancia del recurrente con la apreciación de los hechos y la interpretación de la prueba efectuada por los jueces de grado, toda vez que la procedencia de la impugnación requiere la enunciación concreta de las pruebas omitidas y su pertinencia para alterar la decisión de la causa (L.S. 226-440). 

B) En función de los criterios expuestos, y conforme surge de la prueba rendida en la causa, entiendo que la sentencia impugnada no adolece de los vicios imputados. Ello así en virtud que los razonamientos del pronunciante no se muestran como apartados de las constancias objetivas de la causa, no contrarían las reglas de la lógica, ni se apoyan en consideraciones dogmáticas o carentes de razonabilidad como lo exige la excepcionalidad del remedio intentado. 

En efecto, el recurrente, sólo manifiesta su discrepancia valorativa respecto a los fundamentos esenciales de la resolución recurrida, sin que ello pueda considerarse una crítica adecuada que amerite la nulidad de la sentencia en trato. 

El transportista apelante sustenta la exención de responsabilidad por el robo de la mercadería, en el caso fortuito.Básicamente estructura su estrategia defensiva desde la invocación de inexistencia de plazo de entrega, pues afirma que el sentenciante confunde el plazo aduanero que surge del formulario administrativo del MIC/DTA (Manifiesto Internacional de carga por carretera , Declaración de Tránsito Aduanero) emitido el jueves 24/5/07, al embalarse la mercadería en Puerto Seco por 24 horas, con el convenio (Carta de Porte) que carece de plazo por lo que, dice, la salida de la mercadería el domingo 27/5 en horario nocturno, desde sus galpones ubicados en Rodeo de la Cruz, permitía cumplir la entrega de la misma en plazo normal, aspecto del que infiere que no existe nexo causal entre el presunto incumplimiento por mora y, la pérdida de la mercadería por robo, acaecido a los 200 metros de la salida de su galpón. 

Sin embargo ninguna de las alegaciones vertidas, que constituyen una reiteración de lo expuesto en la instancia de grado, tienen entidad suficiente para revertir el fallo adverso, que contrariamente a lo aducido por el quejoso, evalúa la totalidad de la prueba rendida, con apego a las reglas de la lógica y, sin fragmentar ni disociar el material probatorio, como intenta el apelante a fin de sustraerse de su responsabilidad. 

Sabido es que el art. 162 del Código de Comercio establece que el transportista tiene la obligación de entregar la mercadería fielmente en el tiempo y en el lugar del convenio, siendo ésta una "obligación de resultado". Que la responsabilidad del porteador es de índole "objetiva", de modo que para liberarse, debe probar la ruptura del nexo causal entre su obrar y el daño sufrido por la carga demostrando que este último se produjo por el propio vicio de la cosa, el caso fortuito, la culpa de la víctima o el hecho de un tercero por el cual no debe responder (arts.162, 170, 172, 175, entre otros). Y, aún en supuestos de caso fortuito o vicio propio de la cosa, puede tener responsabilidad el transportista si se prueba que la avería o pérdida provino de su negligencia o culpa, por haber dejado de emplear los medios o precauciones practicadas en circunstancias idénticas por personas diligentes (art. 176 del Código de Comercio). 

Asimismo, la obligación de resultado que el art. 162 del Código de Comercio pone en cabeza del transportista y la buena fe que debe primar en la ejecución de los contratos (en el caso, el artículo establece que la entrega debe ser "fiel"), importan a su vez la existencia de una obligación tácita de transportar en forma segura (Rouillon, "Código de Comercio. Comentado y Anotado", T. I, p. 273, La Ley , 2005). 

"El porteador que invoca una excusa absolutoria de su responsabilidad es quien deberá probar este extremo y, ausente esta prueba, responde por la falta de cumplimiento de la obligación a su cargo, cual es la de entregar fiel, sana y salva la carga en el lugar de destino y en el tiempo convenido o señalado por la ley. No sólo debe acreditar el caso , sino que debe también probar que el hecho fue extraño a su conductor. En consecuencia, el porteador responde por la mora en el cumplimiento de sus obligaciones y deberá devolver el porte o flete e indemnizar el mayor daño irrogado al cargador, de conformidad con lo dispuesto en el art 188 del Código de Comercio" (AMADEO SOLER ALEU, "Tranporte terrestre", pág.75/6, Talleres gráficos Minerva, junio 1980). 

C) Sentados tales aspectos la dialéctica del esforzado recurrente no pude tener acogida favorable, pues insiste en disociar el nominado plazo administrativo sentado en el ( MIC/DTA), de la Convención (Carta De Porte) y, obvia explicación alguna para rebatir una conclusión decisiva sustentada por los jueces de grado, esto es, que no aportó ninguna prueba acerca de la conveniencia de la demora en el inicio del transporte para el día domingo a las 20.00 hs., siendo que por entonces el túnel fronterizo cerraba a las 21.00 (ver informe de fs. 131) o, de supuestos problemas en el transporte que hubiesen impedido su partida. 

En tal sentido, fluye con nitidez y resulta relevante el testimonio de la Despachante de Aduana Sta. Alejandra Marcela Holgado (fs. 83/85) quien expresamente declaró que la gente de Martín Fierro le dijo que el camión debía salir el "jueves" por lo que tuvo que correr para poder despachar el camión a la tarde (fs. 83 in-fine); que el jueves a la tarde cerca de las 17 horas el trámite quedó terminado, el camión fue precintado y los papeles completados en el recinto aduanero quedando listo para seguir el camino al destino final que era Chile; que el camión debía partir hacia su destino cumpliendo la ruta prevista; el camión una vez precintado por el servicio aduanero deja de tener libre circulación dentro del territorio argentino y pasa a tener plazos y rutas preestablecidas que debe cumplir (respuestas a la 6, 7 y 8 pregunta fs. 83 vta.). Respecto de la fecha consignada en el campo "vencimiento de embarque" que alude a junio del 2007 y por ello la demandada intenta darle prevalencia, la respuesta de la Despachante fue adversa a su tesis, pues declaró que "esa fecha consignada es la fecha límite en el caso en que la operación sea "fraccionada" para que salga la última fracción..." (fs.84, 4° pregunta). Respecto de los plazos, responde que desde el momento que la mercadería deja de ser de libre circulación en el territorio argentino, no puede un acuerdo particular cambiar esos plazos y especifica que es un plazo para que la mercadería salga o trasponga la frontera (fs. 84, 5° y 6° pregunta). Explicita en la respuesta a la 10° pregunta de fs. 84 vta. infine que ". a la fecha de éstas exportaciones el plazo que tenía el medio de transporte y la ruta que debía seguir es la consignada en el formulario MIC/DTA, en el campo n° 40 ya que de haber alguna modificación o ser lo consignado erróneo, el funcionario aduanero interviniente que firma en el campo 41, lo hubiese corregido o salvado" . 

Se recuerda que el mentado formulario al que alude la testigo es el MIC/ DTA (Manifiesto Internacional de carga por carretera/Declaración de tránsito aduanero) obrante en el expediente a fs. 14 y 39 (adjuntados por la actora y demandada respecti-vamente), allí consigna en el recuadro y/o campo n° 40: "40 N° DTA, ruta y plazo de transporte. RUTA: MENDOZA- POTRERILLOS-USPALLATA- PTA DE VACAS- LAS CUEVAS- LOS LIBERTADORES. PLAZO 24 HRS". Campo N° 41: "Firma y sello de la Aduana de pa rtida: Franco Elespe- -Guarda Aduana Mendoza - 24 MAY 2007-" (consignado mediante sello). 

A su vez, la declaración de la Despachante, en armonía con lo consignado en el formulario, no resulta contradicha con el testimonio del chofer del camión que fue víctima del robo varios días después, Sr. Vicente David Ibazeta (fs. 164/165), que de-claró que retiró el camión de la aduana el jueves 24/5 a las 15 horas porque le dijeron de la empresa que fuera al galpón y que saliera el 27/5 a las 20 horas (ver fs.164, 3 am-pliación). Que ir al galpón en Rodeo de La Cruz era volverse para atrás (6° amplia-ción); que el 24/5/07 el camión se encontraba en condiciones para cruzar a Chile, no tenía ningún desperfecto mecánico (fs. 164 vta., in-fine). 

Como se advierte las alegaciones ensayadas por el impugnante no encuentran sustento alguno en las pruebas rendidas en la causa, ni demuestran arbitrariedad en el razonamiento de los jueces de grado en la atribución de responsabilidad a su parte. 

El camión estaba cargado, precintado, con la documentación en regla y la ruta prefijada, el jueves 24/5/07 (desde las 17 horas como consignó la Despachante de Aduana, aunque el chofer afirmó desde las 15 horas); el túnel habilitado hasta las 21.00 hs. y, sin embargo, sin mediar explicación alguna, se ordenó desde la empresa de transporte el retorno del camión al galpón sito en Rodeo de La Cruz, que como gráfica-mente expresó el chofer, era "volverse para atrás"; se ignora el motivo ni la transportista lo explicita por qué de modo unilateral retornó, modificó la ruta consignada y el plazo de 24 horas, para salir TRES días después, en horario nocturno, el 27/5/07 a las 20 horas, ocurriendo a los pocos metros el trágico suceso que derivó en el pérdida de la mercadería reclamada. Es obvio que la conducta de la demandada que por su propia voluntad y sin causa que lo justifique modificó el itinerario y el plazo, le impiden invocar la causal de exoneración pretendida. 

Nuestros Tribunales sobre las causales eximentes de responsabilidad han dicho:"Aunque el robo a mano armada perpetrado por terceros puede configurar fuerza mayor, la carga de la prueba reposa en cabeza de quien lo alega, la que, como hipótesis de excepción a los principios generales debe ser plena y concluyente y efectuarse la valoración de los hechos con criterio riguroso; además de que el caso fortuito y la fuerza mayor requieren, entre otros elementos constitutivos, que el suceso sea imprevisible, o insuperable, o inevitable, es decir que la situación no sea en definitiva imputable a quien lo invoca a título de culpa" ( CN Fed , Sala II, 22/12/05, "La meridional Cía Argentina de Seguros SA c/ Rigatosso Hnos SA s/ Faltane y/o avería de carga de transporte terrestre"; citado a fs. 392, " Las eximentes de responsabilidad", Jurisprudencia nacional, por Patricia Barbado, Revista de Derecho de Daños, 2006-2, Eximentes de Responsabilidad - II, Rubinzal -Culzoni Editores). 

En supuesto semejante al caso de autos la Cámara confirmó la procedencia del reclamo contra el transportista por considerar que el hecho delictivo no es un eximente válido de responsabilidad pues no medió un obrar diligente de aquél. Dijo el Tribunal: "El robo a mano armada no siempre constituye supuesto de caso fortuito, pero queda descartado como tal cuando ocurrió sin que se hubieran adoptado medidas de seguridad suficientes para impedir o dificultar el siniestro" (cfr. CNCom, Sala D, "Paraná S.A. de Seguros c/ Escandarani", David", del 23/8/89). 

En el caso, del relato de las partes y de la causa penal surge que, pese a que se trataba de un trayecto de 550 km., el chofer -que viajaba sin acompañante ni custodia- se detuvo a dormir en una estación de servicio, lugar donde se produjo el robo. 

No se ha acreditado la necesidad de esa detención, desde que el viaje se inició a las 15 hs. y, como se dijo, contemplaba un recorrido de 550 km.Y la inseguridad que la accionada considera pública y notoria en las rutas de nuestro país, debió justificar que el transporte se realizara en otro horario o en otras condiciones. Cabe recordar que el ilícito se habría cometido a las 4 de la mañana (fs. 400 vta.)" ( 27-12-2010 - "BIO LIVE SA V. TRANSPORTE FUENTECILLA SA" Cámara Nacional de Apelaciones en lo Co-mercial, sala E- ABELEDO PERROT 15-04-2011). 

En igual sentido: "El transportista es responsable por la pérdida de un cargamento de un robo a mano armada ocurrido durante su traslado, toda vez que la mencionada circunstancia no puede ser considerada como inevitable en nuestro tiempo y obliga a arbitrar todos los medios necesarios para impedir los hechos delictivos en las rutas, pudiendo haber ejercido efectos disuasivos sobre los malhechores con un servicio de custodia o algún sistema de comunicaciones que permita conocer en forma inmediata la situación de peligro inminente que se le presentaba" (N° 106.675 C .N Fed. Civ. Comercial Sala I, 2003/5/13 "Provincia Seguros c/ Transporte el Dorado y Ots."; con nota de Mario César Gianfelici, "El caso fortuito como eximente de responsabilidad civil en el Transporte terrestre de cosas"; en La Ley 2004, pág. 460). 

En idéntico sentido respecto de la severidad del criterio restrictivo con que debe evaluarse el caso fortuito, en el caso , respecto de un incendio: "El porteador que invoca una escusa absolutoria de su responsabilidad es quién debe probar este extremo; en au-sencia de tal, a que el responde por falta de cumplimiento de la obligación a su cargo, cual es la de entregar sana y salva la carga en el lugar de destino y en el tiempo conveni-do o señalado por la Ley. Para eximirse de responsabilidad al porteador no le basta ale-gar la producción de un incendio en el depósito donde se encontraba la mercadería, pues también debe demostrar que el hecho reunió los requisitos del "casus", es decir que fue irresistible e inevitable" (N°: 92.755 C .N. CIV.COMERCIAL , sala III, agosto 6-993, "Marchese de D'Amico Ana M. c/ Transportador Coral S.A."; La Ley 1994, pág. 611, con nota de Alejandro P. Monteleone). 

Nuestra jurisprudencia local se ha expedido: "La prueba para acreditar los su-puestos de eximición de responsabilidad del transportista debe ser analizada con criterio restrictivo, principio que se impone a partir de la responsabilidad objetiva que pesa sobre el transportista y la eximición no puede provenir de la existencia eventual de un estado de duda sino de una prueba concluyente, ya que la suya es una obligación de resultado, de acuerdo con lo dispuesto por los art. 162 y 172 del Código del Comercio." ( N°.: 10527-TIERRA ARMADA S.A. C/ TRANSPORTES MESSINA S.A. P/ORDINARIO; 17/12/2007 -; 5 CC - 1° Circunscripción; L.S 31 - 275) . 

"La frecuencia de los robos sobre los transportes terrestres no permiten que tales hechos puedan considerarse como imprevisibles porque precisamente esa frecuencia los con-vierte en un riesgo propio de la actividad profesional del transportista." ( Idem) 

En definitiva, podrá o no compartirse el resultado al que se arriba pero en modo alguno puede sostenerse que el pronunciamiento sea arbitrario ya que conforme lo sostiene reiteradamente este Tribunal, para que una sentencia sea arbitraria debe incurrir en una omisión decisiva de valoración de la prueba o en su valoración arbitraria (L. S 295482). En el caso no verificándose tal supuesto, la sentencia deberá mantenerse como acto jurisdiccional válido atento la excepcionalidad del recurso en examen. 

En virtud de lo expuesto y si mi voto resulta compartido por mis distinguidos colegas de Sala, corresponde rechazar el recurso interpuesto y confirmar la sentencia recurrida. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión los Dres. ROMANO y ADARO, adhieren al voto que antecede. 

A LA SEGUNDA CUESTIÓN , EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO: 

Corresponde omitir pronunciamiento sobre este punto, puesto que ha sido planteado para el eventual caso de resolverse afirmativamente la cuestión anterior. 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión los Dres.ROMANO y ADARO, adhieren al voto que antecede. 

A LA TERCERA CUESTIÓN, EL DR. JORGE H. NANCLARES, DIJO: 

Atento lo resuelto en las cuestiones anteriores, corresponde imponer las costas a la recurrente vencida (arts. 36 y 148 C.P.C.). 

Así voto. 

Sobre la misma cuestión los Dres. ROMANO y ADARO, adhieren al voto que antecede. 

Con lo que terminó el acto, procediéndose a dictar la sentencia que a continuación se inserta: 

S E N T E N C I A : 

Mendoza, 08 de junio de 2.011. 

Y VISTOS: 

Por el mérito que resulta del acuerdo precedente, la Sala Primera de la Excma. Suprema Corte de Justicia, fallando en definitiva, 

R E S U E L V E: 

I.- Rechazar el recurso de Inconstitucionalidad interpuesto a fs. 21/29 vta. por la demandada MARTIN FIERRO S.A. 

II.- Imponer las costas a la recurrente vencida. 

III.- Regular los honorarios profesionales del siguiente modo: Dres. Diego M. DE LA ROSA, en la suma de DOLARES ESTADOUNIDENSES DOS MIL OCHO-CIENTOS SESENTA Y TRES (U$S 2.863); María Angélica GAMBOA, en la suma de DOLARES ESTADOUNIDENSES DOS MIL CUATRO (U$S 2.004); Marcelo C. CAGGIANO, en la suma de DOLARES ESTADOUNIDENSES SEISCIENTOS UNO (U$s 601) con más IVA a los profesionales que acrediten la calidad de responsables inscriptos (arts. 15, y 31 Ley 3641). 

IV. Dar a la suma de pesos DOSCIENTOS SESENTA Y SIETE ($ 267), de la que da cuenta la boleta de depósito obrante a fs. 1, el destino previsto por el art. 47 inc. IV del C.P.C. 

Notifíquese. Ofíciese. 

Dr. Fernando ROMANO 

Dr. Jorge Horacio NANCLARES 

Dr. Mario Daniel ADARO 

